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El objetivo de este documento es analizar las dificultades para el cumplimiento de las sentencias 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) por parte del Estado Colombiano 
en el periodo 2012-2017. Para el cumplimiento de dicho propósito se ha diseñado un estudio de 
enfoque cualitativo y de tipo jurídico-descriptivo basado en el análisis documental, normativo y 
jurisprudencial. La estructura de los resultados se presentan en dos apartados: las medidas 
impuestas por la Corte IDH al Estado colombiano y obligaciones que el Estado Colombiano no 
ha cumplido respecto con las sentencias y principales causas del incumplimiento. Los resultados 
muestran que el Estado Colombiano dispone de un sistema para dar respuesta a las medidas 
adoptadas por la Corte IDH y que tiene voluntad para cumplir con las sentencias. Sin embargo, 
hay un conjunto de dificultades para el cumplimiento a cabalidad de las medidas, y que pueden 
responder a la siguiente tipología: jurídico-interpretativas (relacionadas con interpretaciones 
variadas de las órdenes y los conceptos), técnico-científicas (conexas a la disponibilidad de 
medios para identificación y rastreo de cuerpos y familiares), administrativas (vinculadas a la 
institucionalidad del Estado) y sociales (concernientes a la incapacidad de hacer consensos con 
las víctimas o la influencia del conflicto armado interno). 
 
Palabras clave: Derechos Humanos, Corte Interamericana de Derechos Humanos, sentencias 





The purpose of this document is to analyze the difficulties for compliance with the judgments of 
the Inter-American Court of Human Rights (IACHR) by the Colombian State in the period 2012-
2017. To achieve this objective, a qualitative and legal approach study based on documentary, 
normative and jurisprudential analysis has been designed. The structure of the results are 
presented in two sections: the measures imposed by the IACHR on the Colombian State and 
obligations that the Colombian State has not complied with regarding the judgments and main 
causes of non-compliance. The results show that the Colombian State has a system to respond to 
the measures adopted by the IACHR and that it is willing to comply with the sentences. 
However, there is a set of difficulties for fully complying with the measures, which can respond 
to the following typology: legal-interpretative (related to varied interpretations of orders and 
concepts), technical-scientific (related to availability) of means for identification and tracking of 
bodies and relatives), administrative (linked to the State's institutionality) and social (concerning 
the inability to make consensus with the victims or the influence of the internal armed conflict). 
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Los Derechos Humanos son una conquista y, a la vez, un reto permanente de las sociedades 
democráticas (Burbano, 2009; Habermas, 2010; Etxeberria, 1994). De allí que una de sus 
principales características, además de ser inherentes al ser humano por su sola condición y 
universales, es su carácter progresivo, es decir, tienden a ampliarse y a fortalecerse en términos 
de aplicabilidad y reconocimiento.  
 
Se reconocen tres generaciones de Derechos Humanos: 1. Los de primera generación se 
distinguen por enmarcar las relaciones de las personas con el Estado. Dentro de estos se 
encuentran los derechos civiles y políticos. 2. Los de segunda generación están integrados por los 
derechos de naturaleza económica, social y cultural, y  se configuran en la satisfacción de 
necesidades y la prestación de servicios. 3. Y los de tercera generación son el producto de la 
colaboración internacional, ideales mundiales y con carácter colectivo. Dicha distinción o 
categorización de los Derechos Humanos la hizo por primera vez Karel Vazak (1984), jurista de 
nacionalidad checoslovaca, en una conferencia presentada ante el Instituto Internacional de 
Derechos Humanos en 1979. La categorización expuesta muestra una línea de derechos que van 
desde el carácter individual al carácter colectivo-solidario. Sin embargo, esta tipología no es 
compartida por todos los juristas y expertos, pues algunos explican que: 1. Hay derechos como la 
vida o la libertad que pertenecen a todas las generaciones, 2. La idea de generación implica la 
extinción de la anterior generación de derechos, y 3. No hay claridad ni precisión histórica sobre 
el surgimiento (Guillén, 2011). 
 
La literatura en torno a los Derechos Humanos resulta bastante amplia. Al realizarse un 
rastreo del concepto Derechos Humanos dentro del buscador Google los resultados al 2017 
demuestran la importancia y especial significado que tiene este tema en todos los ámbitos del 
conocimiento: cerca de 64 millones de resultados en español y más de 2.670 millones de 
resultados en ingles. Los Derechos Humanos son estudiados y analizados desde diversas 
perspectivas y enfoques, por ejemplo, el utilitarismo, el positivismo o el naturalismo (Burbano, 
2009), así como por diferentes disciplinas de las ciencias sociales y humanas. 
 
Los Derechos Humanos son universales, absolutos, inalienables, inherentes al ser humano y 
anteriores a la Ley, y además, gozan de superioridad sobre los intereses de los diversos poderes 
como el político, el paradigmático y el simbólico (Thompson, 1998). Por estos motivos, los 
Derechos Humanos son un objeto permanente de estudio, y la cuestión de su aplicabilidad e 
implementación debe ser parte de la agenda académica y científica, más aún cuando el Estado 
Colombiano ha suscrito los convenios internacionales y regionales relacionados con los Derechos 
Humanos. Y uno de estos instrumentos es la Convención Americana de Derechos Humanos de 
1969 -también llamada Pacto de San José-. Con esta Convención, el Estado se comprometió a 
respetar los derechos y libertades consagrados en el Pacto. En efecto, el Congreso de la República 
promulgó el 30 de diciembre de 1972 la Ley 16 mediante la cual aprobaba la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos-Pacto de San José de Costa Rica de 1969, y con ello se 
comprometió al cumplimiento de la misma conforme a la figura del bloque de constitucionalidad 
consignado en el artículo 93 de la Carta Política. 
 
La actividad de la Corte Interamericana ha permitido que diferentes casos de serias 
violaciones a los Derechos Humanos no hayan quedado en la impunidad en Colombia y otros 
Estados Parte, condenando a los mismos a la reparación de las víctimas. Hasta el año 2012, el 
Estado Colombiano había sido condenado en trece ocasiones por los casos de Mapiripán, Luis 
Gonzalo Vélez Restrepo, Caballero Delgado y Santana, Las Palmeras, 19 Comerciantes, La 
Rochela, Cepeda Vargas, Pueblo Bello, Ituango, Escué Zapata, Gutiérrez Soler, Valle Jaramillo y 
otros, y Masacre de Santo Domingo; y recientemente, se le ha condenado por los casos de los 
desaparecidos del Palacio de Justicia y la Operación Orión.  
 
En cada uno de estos 15 casos, la Corte Interamericana ha proferido un conjunto de 
medidas de diferente naturaleza y que giran en torno a los derechos básicos de las víctimas: 
verdad, justicia, reparación y no repetición. Las medidas van desde el resarcimiento económico 
hasta la recuperación de la memoria histórica. Y si bien las sentencias emitidas por la Corte 
infieren una efectividad de la Convención Americana de Derechos Humanos, lo es más aún el 
cumplimiento de las mismas por parte de los Estados. Por lo general, los Estados cumplen en un 
tiempo prudencial con algunas medidas como las relacionadas con la reparación económica, pero 
otras encuentran tropiezos y limitaciones de muy diverso tipo. 
 
Esta investigación pretende responder al siguiente problema: ¿Qué dificultades presenta el 
Estado colombiano para el cumplimiento de las sentencias de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos? Y en esa medida, el objetivo del estudio es analizar las dificultades para el 
cumplimiento de las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos por parte del 
Estado colombiano en el periodo 2012-2017. Si bien algunos estudios se han enfocado en el nivel 
de cumplimiento (Salgado, 2012; Castro y Botello, 2013; Acosta y Bravo, 2008; Vivas y Toro, 
2016; Vivas, 2014; Montenegro, 2014; entre otras), el presente estudio busca ahondar en las 
dificultades para el cumplimiento, y desde una óptica objetiva, señalar las causas del 
incumplimiento. Claro está que algunos de estos estudios discuten las dificultades en el 
cumplimiento de las sentencias, pero en esta investigación se ahondan en las mismas y actualiza 
el estado del arte sobre la cuestión. 
 
Desde la perspectiva constitucional, el artículo 93 Superior expresa que todos los tratados y 
convenios internacionales sobre reconocimiento de los Derechos Humanos prevalecen en el 
ordenamiento jurídico colombiano. Esto implica que en el contexto colombiano, los Derechos 
Humanos son un tema relevante para el campo jurídico, académico y político, y por tanto, el 
estudio sobre la eficacia de los organismos multilaterales de justicia así como el cumplimiento de 
sus decisiones y las limitaciones a las que se encuentran expuestos dentro de los Estados Parte, 
son fuente de análisis investigativa.   
 
El presente estudio se enmarca en el paradigma histórico-interpretativo el cual le es propio al 
campo de las ciencias sociales y humanas. Así mismo, se apoya en el enfoque cualitativo pues no 
se centra en cuantificaciones ni el control de variables. Es de nivel descriptivo y de tipo socio-
jurídico pues parte del análisis del Derecho, es decir, el sistema axiológico, el ordenamiento 
jurídico y la jurisprudencia, y confrontación con la realidad social. Para el cumplimiento de los 
objetivos, se hace una revisión documental, especialmente, de información oficial extraída de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos y el Gobierno Nacional, además de otras fuentes 
secundarias que permitan el logro de los propósitos trazados. 
 
Las medidas impuestas por la Corte IDH en los casos donde el Estado Colombiano ha sido 
condenado 
 
El Estado Colombiano ha sido condenado en 15 oportunidades por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. Los casos por los cuales la Corte ha dispuesto un conjunto de medidas a 
favor de los accionantes son los siguientes: 
 
1. Caso Mapiripán: En julio de 1997 más de un centenar de miembros de las Autodefensas 
Unidas de Colombia (AUC) se trasladaron desde el Aeropuerto de San José del Guaviare 
hasta el Aeropuerto de Mapiripán a través de una acción conjunta con miembros de la 
Fuerza Pública. El Ejercito Nacional que se encontraba en la zona no realizo acción alguna 
para impedir el avance de los paramilitares, y como producto de ello incursionaron en 
Mapiripán y vistiendo prendas privativas de uso del Ejército Nacional, rodearon Mapiripán 
e impidieron  la salida de sus habitantes. Cerca de 49 personas fueron torturadas, asesinadas 
y desmembradas, arrojándose sus restos al Río Guaviare. La denuncia ante la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos fue interpuesta en octubre de 1999 y la sentencia fue 
emitida en septiembre de 2005 (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2005a).  
 
2. Caso Luis Gonzalo Vélez Restrepo: En agosto de 1996 el señor Vélez Restrepo, un 
camarógrafo de un medio de comunicación nacional, cubría la noticia de unas protestas 
contra la política implementada para la erradicación de cultivos de coca. En esos eventos, 
fue agredido por un grupo de militantes y trasladado a un hospital. En el mes de 
septiembre, Vélez Restrepo y su familia empezaron a ser víctimas de amenazas y 
hostigamientos. Sufrió un intento de secuestro en el mismo mes. Frente a ello, interpuso las 
respectivas denuncias pero las Fuerzas Militares no mostraron eficiencia en las 
investigaciones hasta el punto que el expediente se perdió. No se presentaron sanciones a 
los responsables. La denuncia ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos fue 
interpuesta en julio de 2005 y la sentencia fue emitida en septiembre de 2012 (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 2012a). 
 
3. Caso Caballero Delgado y Santana: En el año de 1989 en el municipio de San Alberto 
(Cesar) se manifestaba el conflicto armado con mayor intensidad. En febrero de este año, 
Isidro Caballero y María Santana, miembros del M-19 fueron detenidos por el Ejército 
Nacional con otros civiles. Los familiares de los detenidos realizaron la búsqueda de los 
dos militantes pero las autoridades a cargo negaron que estos fueran aprehendidos. 
Quedaron como desaparecidos y no se obtuvo respuesta por parte del Estado. La petición 
fue interpuesta en abril de 1989 y la sentencia fue emitida en diciembre de 1995 (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 1995). 
 
4. Caso Las Palmeras: El 23 de enero de 1991 la Policía Nacional realizó una operación 
armada con apoyo del Ejército Nacional en la localidad de Las Palmeras en el departamento 
de Putumayo. En la escuela rural se encontraban algunos niños y dos trabajadores. Así 
mismo, cerca del lugar se encontraban los hermanos William y Edebraiz Cerón. En el 
operativo se abrió fuego contra estas personas. Hirieron a un niño de 6 años y se detuvieron 
algunas personas que se encontraban en la escuela incluyendo al profesor de la misma. 
Fueron ejecutadas extrajudicialmente al menos seis personas. Las víctimas fueron vestidas 
con prendas de militantes subversivos y se pasaron como insurgentes muertos en combate. 
La denuncia fue interpuesta en enero de 1994 y la Corte IDH emitió sentencia en 
noviembre de 2002 (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2002). 
 
5. Caso 19 Comerciantes: En el año de 1987 en Puerto Boyacá fueron detenidos por 
paramilitares un grupo de 19 comerciantes, quienes fueron detenidos, desaparecidos y 
ejecutados. Para el desarrollo de estas violaciones a los derechos Humanos se tuvo la 
participación y apoyo de miembros del Ejército Nacional. La petición se presentó en marzo 
de 1996 y la sentencia se emitió en julio de 2004 (Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, 2004).  
 
6. Caso La Rochela: En enero de 1989 un grupo de empleados judiciales se movilizaron al 
corregimiento de La Rochela en Santander a fin de adelantar una diligencia para recolectar 
pruebas. En el desarrollo de estas actividades, un grupo paramilitar asesinó a doce personas 
y dos resultaron gravemente heridas. El objetivo del ataque era eliminar los expedientes 
donde se consignaban los adelantos de las investigaciones. Los responsables de la masacre 
fueron paramilitares, narcotraficantes y miembros del Ejército Nacional. La petición se 
presentó en octubre de 1997  y la decisión de fondo tomada en mayo de 2007 (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 2007a). 
 
7. Caso Cepeda Vargas: El caso se enmarca en la violencia sistemática que se ejerció en 
contra de los miembros de la Unión Patriótica. Manuel Cepeda Vargas era líder del Partido 
Comunista Colombiano y de la Unión Patriótica, y perteneció al Congreso de la República. 
En 1994 fue asesinado en Bogotá cuando se desplazaba hasta el Congreso de la República y 
fue interceptado por un grupo de hombres que dispararon al vehículo en el que se 
encontraba. El móvil del crimen fue su pertenencia al grupo político de oposición y a las 
publicaciones que realizaba como comunicador social. No se realizaron mayores 
investigaciones y no se sancionaron a los responsables. La petición fue interpuesta en 
marzo de 1997 y la sentencia se dictó en mayo de 2010 (Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, 2010). 
 
8. Caso Pueblo Bello: A mediados de enero de 1990 un grupo de más de 60 hombres 
pertenecientes a las AUC ingresaron al corregimiento de Pueblo Bello. Los paramilitares 
saquearon propiedades y secuestraron a un grupo de personas que con posterioridad fueron 
asesinadas. En total murieron 43 personas, en donde 37 fueron desaparecidas. Los 
miembros de la Fuerza Pública mostraron omisión en sus deberes de protección sobre la 
población civil. Las investigaciones no tuvieron mayores resultados y no se enjuició a los 
responsables. La denuncia fue interpuesta en 1990 y 1997, y la sentencia fue emitida en 
enero de 2006 (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2006a).  
 
9. Caso Ituango: En 1997 miembros de las AUC ingresaron al corregimiento de El Aro. Estos 
se trasladaron vía aérea y marítima con ayuda de las Fuerzas Militares. Las autoridades 
públicas no impidieron el avance de los paramilitares quienes vestían uniformes del 
Ejército Nacional. En el lugar realizaron saqueos y perpetraron actos de abuso sexual contra 
varias mujeres. Asesinaron a un grupo indeterminado de personas y durante varios días 
saquearon el lugar. No se esclarecieron los hechos y se produjeron algunas sanciones sin el 
cumplimiento del debido proceso. En julio de 2004 se presentó la debida solicitud y en 
julio de 2006 la Corte emitió sentencia de fondo (Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, 2006b). 
 
10. Caso Escué Zapata: Se relaciona con la violencia sistemática a grupos indígenas y sus 
líderes. Escué Zapata era Cabildo Gobernador del resguardo indígena de Jambaló y 
dedicaba esfuerzos en la protección del territorio. En 1988 miembros del Ejército Nacional 
entraron violentamente a la residencia del líder indígena quien fue amarrado y sacado de su 
domicilio. Momentos seguidos, se escucharon unos disparos y la madre de la víctima lo 
halló sin vida. No se adelantaron investigaciones tendientes a esclarecer los hechos ni se 
sancionaron a los responsables. La solicitud se presentó en febrero de 1988 y el fallo se dio 
en julio de 2007 (Corte Interamericana de derechos Humanos, 2007b). 
 
11. Caso Gutiérrez Soler: En agosto de 1994 Gutiérrez Soler fue detenido por unos miembros 
de una unidad especial de la Policía Nacional. En el sótano de instalaciones oficiales de la 
Policía Nacional, el detenido fue sometido a quemaduras, golpes y lesiones mientras se le 
aplicaba un interrogatorio y luego se le abrió un proceso por el delito de extorsión. Con 
ocasión de estos eventos, Gutiérrez Soler interpuso un conjunto de acciones legales sin que 
produjeran efecto alguno, y con posterioridad fue víctima de amenazas y hostigamientos, 
por lo que debió exiliarse en Estados Unidos con su hijo. La petición fue presentada en 
noviembre de 1999 y la sentencia se emitió en septiembre de 2005 (Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, 2005). 
 
12. Caso Valle Jaramillo y otros: En 1996 Jesús Valle Jaramillo, defensor de derechos 
humanos, empezó a denunciar las actividades de grupos paramilitares que actuaban en 
Ituango. En febrero de 1998 dos hombres llegaron a la oficina de la víctima y le dispararon 
ocasionándole la muerte instantánea.  Dos familiares de la víctima y que se encontraban en 
el lugar fueron amarrados y amenazados con armas de fuego. Los recursos judiciales 
interpuestos no permitieron investigar ni sancionar a los responsables de estas graves 
violaciones. La petición fue presentada en agosto de 2001 y la sentencia fue emitida en 
noviembre de 2008 (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2008). 
 
13. Caso Masacre de Santo Domingo: En diciembre de 1998 las Fuerzas Militares en el 
desarrollo de un operativo lanzó desde el aire un dispositivo compuesto de bombas sobre la 
calle principal de Santo Domingo provocando la muerte de 17 personas y heridas a otras 
27. Los sobrevivientes debieron abandonar sus residencias y en el desplazamiento hacia el 
corregimiento de Betoyes, la Fuerza Aérea atacó a personas que iban en dirección opuesta 
al caserío de Santo Domingo. Por estos hechos el Tribunal Contencioso declaró la 
responsabilidad del Estado y se condenaron a tres responsables materiales de la acción. En 
abril de 2002 se hizo la petición y en noviembre de 2012 se emitió la respectiva sentencia 
por parte de la Corte IDH (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2012b). 
 
14. Caso Rodríguez Vera y Otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia): En noviembre de 
1985 el M-19, grupo guerrillero, se tomó de manera violenta el Palacio de Justicia en 
Bogotá donde tenía sede las máximas corporaciones de justicia del país: El Consejo de 
Estado y Corte Suprema de Justicia. Tomaron como rehenes a magistrados, magistrados 
auxiliares, abogados, trabajadores y visitantes. Frente a ello, el Estado a través de sus 
Fuerzas Militares realizaron una acción denominada la Retoma del Palacio de Justicia. En 
estos hechos murieron y salieron heridas centenares de personas. Al día siguiente, 
empezaron a salir los sobrevivientes y de estos, once personas que se encontraban entre los 
liberados y sobre los cuales hay documentación que lo prueba, no se volvió a saber sobre su 
paradero. Hasta el 2001 los restos de una de las empleadas de la cafetería fueron 
encontrados en una fosa común. Otras personas fueron interrogadas y torturadas al ser 
consideradas colaboradoras del M-19. Sobre estos hechos se han producido dos condenas, 
pero ninguna se encuentra en firme. La sentencia de la Corte IDH fue dictada en noviembre 
de 2014 (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2014). 
 
15. Caso Yarce y Otras (Operación Orión): En octubre de 2002 el Estado Colombiano declaró 
el estado de conmoción interior y dispuso algunas medidas para superar la difícil situación 
de violencia en algunas partes del territorio. En el desarrollo de estas actividades, realizó la 
Operación Orión dentro de la Comuna 13 de Medellín. Como producto de ello, varios 
civiles debieron salir desplazados del lugar por la falta de seguridad, los enfrentamientos y 
amenazas. Además, las casas de las víctimas fueron destruidas y otros fueron detenidos de 
manera irregular. Los paramilitares siguieron operando en la zona y hostigando a los 
pobladores considerados como colaboradores de la guerrilla. En el 2014 se iniciaron los 
trámites procesales ante la Corte IDH y en noviembre de 2016 se emitió sentencia (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 2016). 
 
En cada uno de los casos se impuso un conjunto de medidas de reparación al Estado 
Colombiano. De acuerdo a Rousset (2011) y otros como Galdámez (2007), García (2003) y 
López (2009), la Corte IDH por cerca de 30 años ha venido ampliando y redefiniendo una 
verdadera doctrina a través de su jurisprudencia como producto de la competencia contenciosa de 
la que goza, y una de las principales características de este avance es la imposición de una gran 
variedad de medidas que van desde las indemnizaciones económicas hasta actos públicos de 
reconocimiento de la responsabilidad y actos de memoria histórica como documentales, 
monumentos, entre otros. Al respecto menciona el autor: 
 
Este doble alcance de la norma reparatoria, ha incidido cada vez con mayor frecuencia en el 
desarrollo de la jurisprudencia de la Corte IDH, dando lugar a una arquitectura reparatoria 
que tendrá como objetivo, no sólo borrar las huellas que en la víctima produjo el actuar del 
Estado, sino también evitar que ese tipo de hechos se vuelvan a repetir. (Rousset, 2011, p. 
64) 
 
Con la finalidad de organizar la información recolectada, se estructura la Tabla 1 con un 
resumen de las decisiones adoptadas por la Corte IDH. Para cada uno de los eventos en que el 
Estado Colombiano ha sido condenado por la Corte, se específica el tipo de medidas y 
reparaciones que se han ordenado. Así mismo, en la Figura 1 se muestra el porcentaje por cada 
tipo de medida tomando en cuenta el número global de casos. En la Tabla 1 se resalta en color las 
medidas que ya han sido satisfechas de manera completa por parte del Estado acudiendo a los 





Es pertinente señalar que la misma Convención Americana de los Derechos Humanos faculta 
a la Corte IDH para que supervise el cumplimiento de las sentencias por parte de los Estados 
como bien lo expresa Burgorgue y Amaya (2011) al señalar que la aplicación de la Convención 
incluye  “lo referente al monitoreo de cumplimiento y conformidad de las decisiones de la Corte” 
(p. 174), es decir, se trata de verificar el cumplimiento de las obligaciones en las condiciones 
exigidas por la misma Corte IDH. Esto mismo se ha resaltado en la jurisprudencia de la Corte 
IDH, por ejemplo, en una de sus sentencias ha indicado que la Convención no estableció  órgano 
específico para supervisar el cumplimiento de sus decisiones como sí sucede con la Convención 
Europea, pero “la voluntad de los Estados, al aprobar lo estipulado en el artículo 65 de la 
Convención, fue otorgar a la misma Corte la facultad de supervisar el cumplimiento de sus 
decisiones” (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2003, 28 de noviembre). De esa 
manera, la Corte IDH tiene la función de supervisar el cumplimiento de las medidas adoptadas y 
a través de su Informe Anual, pone en conocimiento de la Asamblea General de la OEA los 
avances y retrocesos de los Estados en esta materia. 
       Tabla 1. 
 
       Medidas adoptadas por la Corte IDH en los casos en que ha sido condenado el Estaco Colombiano. 
Caso 






















































































































































































































































































































































Mapiripán  x x ---- ---- ---- x x x ---- ---- ---- x x x x x  
Vélez Restrepo x ---- ----
- 
---- ---- x x ---- ---- ---- ---- ---- x x x x  
Caballero Delgado y Santana x ---- x x ---- ---- ---- ---- ---- ---- ---- ---- ---- ---- ----- x  
Las Palmeras x x x x ---- ---- ---- ---- ---- ---- ---- ---- x ---- ----- x 
19 Comerciantes x x ---- x ---- x x x x ----  x ---- ---- x x 
La Rochela x ---- ---- ---- ---- ---- x x x x ---- x ---- x x x 
Cepeda Vargas x ---- ---- ---- ---- ---- x x x ---- x ---- x ---- x x 
Pueblo Bello x x ---- x x ---- x x x ---- ---- x x ---- x x 
Ituango x ---- ---- ---- ---- ---- x x x x ---- x x x x x 
Escué Zapata x ---- ---- ---- ---- ---- x ----- x x ---- ---- x ---- x x 
Gutiérrez Soler x ---- ---- ---- ---- ---- x x ---- ---- ---- ---- x x x x 
Valle Jaramillo y Otros x ---- ---- ---- ---- ---- x x x x ---- x x ---- x x 




x ---- x ---- ---- ---- x ---- ---- x 
Rodríguez Vera y Otros 
(Desaparecidos del Palacio) 
x ---- x ---- ---- ---- x ---- x ---- ---- x x ---- x x 












x x ----- x x 
        X: Aplica la medida para el caso /             Medidas cumplidas /             Casos analizados sobre medidas cumplidas / Fuente: Autores
Como se observa, son muy diversas las medidas que se imponen al Estado Colombiano. Las 
reparaciones se pueden clasificar bajo la siguiente tipología: 1. Obligaciones de investigar, 2. 
Obligaciones de rehabilitación, 3. Obligaciones de satisfacción, 4. Obligaciones de no repetición, 
y 5. Indemnizaciones compensatorias.  
 
La primera tipología de medidas buscan que el Estado desarrolle las acciones necesarias y 
requeridas para que se investiguen por completo los hechos que dieron lugar a las violaciones de 
los Derechos Humanos para ofrecer verdad a las víctimas, y a su vez, identificar a los 
responsables para la respectiva imposición de las penas logrando justicia solicitada por los 
afectados.  
 
El segundo grupo de medidas se refieren a acciones que debe realizar el Estado para 
restablecer las condiciones en las que se encontraban las víctimas antes de la afectación a sus 
derechos fundamentales, v.g. salud, medidas de retorno.  
 
En las obligaciones de satisfacción se busca ofrecer a las víctimas algunos beneficios que no 
se han tenido precisamente por la vulneración a sus derechos o requeridos por el daño causado, 
v.g. vivienda, becas, monumentos, memoria histórica, reconocimiento público de la 
responsabilidad.  
 
En las medidas de no repetición se busca que los hechos que afectaron de manera 
desproporcional a las víctimas no vuelvan a ocurrir. Entre estas se encuentran los programas en 
formación en DDHH y DIH a Fuerzas Militares, participación de las víctimas, medidas para el 
retorno, entre otras. 
 
Por último, las indemnizaciones compensatorias corresponden a las sumas de dinero tasadas 
en dólares que se imponen como pago a favor de las víctimas y a cargo del Estado. Estas pueden 
ser de dos clases: indemnizaciones por daño material e indemnizaciones por daño inmaterial. En 
las primeras se reconoce el lucro cesante y el daño emergente, y en las segundas, el dolor, la 
angustia y la zozobra padecida por los hechos. 
 
Por los quince casos en los cuales se ha condenado al Estado Colombiano ante la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, se ha impuesto en total 114 medidas. En todos los eventos 
se ha impuesto la obligación de indemnizar por el daño material e inmaterial, y la obligación de 
rendir informes sobre los avances de las sentencias. En el 86,6% se impusieron medidas de 
rehabilitación para la atención en salud física y psíquica. Así mismo, en el 80% de los casos se ha 
impuesto la obligación del Estado de hacer pública la sentencia y la obligación de conducir la 
investigación para esclarecer la verdad y sancionar a los culpables. Y en el 60% de los casos se 
ha impuesto la obligación de hacer un acto público de reconocimiento de la responsabilidad 
internacional y garantizar medidas de retorno. Cabe resaltar frente a este último punto que la 
mayor afectación como producto del conflicto armado es el desplazamiento forzado, el cual llega 









El incumplimiento por parte del Estado Colombiano sobre las medidas adoptadas por la Corte 
IDH en sus sentencias condenatorias y sus causas. 
 
Se ha analizado un número significativo de resoluciones de la Corte IDH para reconocer el 
nivel de cumplimiento de las sentencias frente a los casos donde ha sido condenado el Estado 
Colombiano. En total se revisó la información de 10 de los 15 casos (66,6%), los cuales reúnen 

















Indemnización económica. Daño material e inmaterial
Identificar personas o restos mortales
Búsqueda de las víctimas
Entrega de restos mortales
Gastos de entierro
Medidas de retorno
Atención en salud física y psíquica
Garantizar condiciones de seguridad
Acto público de reconocimiento de la responsabilidad
internacional
Plan de vivienda o becas
Reconocimiento póstumo
Monumeto/Memoria histórica
Publicidad de la sentencia
Programas de formación en DDHH y DIH a FFMM
Conducir la acción penal para investigación y sanción
Rendir informes de avances
Los resultados de esta exploración se muestran también en la Tabla 1 y en la Figura 2 se 









Como se logra observar, las medidas que cumplen con mayor eficacia y diligencia el Estado 
Colombiano son rendir informes de avances ante la Corte IDH, publicar la sentencia, indemnizar 
a las víctimas por los daños materiales e inmateriales, los planes de vivienda, el otorgamiento de 
becas, los programas de formación en DDHH y DIH dentro de las fuerzas armadas y el acto 
público de reconocimiento de la responsabilidad. Por otro lado, las medidas que con menor 
eficacia se cumplen, es decir, que mayores dificultades presentan, son la búsqueda de víctimas, la 
identificación de restos mortales, la entrega de restos mortales, la diligente conducción de la 
















Indemnización económica. Daño material e inmaterial
Identificar personas o restos mortales
Búsqueda de las víctimas
Entrega de restos mortales
Medidas de retorno
Atención en salud física y psíquica
Garantizar condiciones de seguridad
Acto público de reconocimiento de la responsabilidad
internacional
Plan de vivienda o becas
Reconocimiento póstumo
Monumeto/Memoria histórica
Publicidad de la sentencia
Programas de formación en DDHH y DIH a FFMM
Conducir la acción penal para investigación y sanción
Rendir informes de avances
póstumo y los monumentos, garantizar condiciones de seguridad y la atención en salud física y 
psíquica.   
 
El incumplimiento de las medidas de reparación impuestas por la Corte IDH a los Estados 
condenados a través de sus sentencias genera un conjunto de consecuencias a nivel internacional. 
Por un lado, el artículo 65 de la Convención Americana de Derechos Humanos  indica que se 
dispondrá un informe cada año para la Asamblea General de la Organización de Estados 
Americanos (OEA) por parte de la Corte, haciendo especial mención a las recomendaciones y 
cumplimiento de los fallos a fin de que sea objeto de debate el mismo. Lo mismo sucede con el 
artículo 30 del Reglamento de la Corte IDH, el cual expresa que la Corte debe presentar informe 
a la Asamblea General de su actividad realizada en el año anterior, y en este se debe señalar, 
entre otras cosas, los casos en que no hayan cumplido los Estados con los fallos emitidos. 
 
Esta forma de control y supervisión por los fallos, para algunos autores como Londoño 
(2006) y Corasaniti (2009), resulta insuficiente toda vez que no hay imposición de sanciones 
políticas a los Estados que incumplen con las medidas de reparación impuestas por la Corte. Sin 
embargo, se debe resaltar que la Corte sigue emitiendo resoluciones sobre el cumplimiento de las 
sentencias que elabora, y sólo cierra o archiva el caso cuando todas las obligaciones han sido 
cumplidas por parte del Estado (Acosta y Bravo, 2008, p. 338). Corasaniti (2009) propone por 
ejemplo crear un órgano ad hoc que cumpla funciones de seguimiento y control de manera 
permanente. 
 
Como ya se ha señalado, las medidas de reparación adoptadas por la Corte IDH son de muy 
diversa naturaleza, y esto puede generar mayor complejidad en algunos casos dependiendo de la 
cantidad y el tipo de responsabilidades que se imponen. Por ejemplo, en los casos de masacres, 
desapariciones u otros similares, las medidas superan la indemnización económica para abrirse a 
otras obligaciones para la satisfacción de las víctimas. Por lo general, el Estado cumple de 
manera pronta con las medidas de carácter indemnizatoria -obligaciones de dar- y en el tiempo 
establecido por la Corte, aunque en  relación con las garantías de no repetición, satisfacción y de 
investigar -obligaciones de hacer- no sucede de la misma manera. Pero ello no implica que la 
causa sea el desinterés del Estado como bien lo anotan otros estudios (Acosta y Bravo, 2008; 
Londoño, 2006), aunque en este punto se puede observar una división dentro de la literatura. 
 
La eficacia por parte del Estado Colombiano respecto de determinadas medidas ordenadas 
por la Corte IDH como las que logran identificarse en la Figura 2, se debe entre otros factores a la 
Comisión Intersectorial Permanente para los Derechos Humanos y el Derecho Internacional 
Humanitario creada mediante el Decreto 321 de 2000, y que tiene entre otras funciones el 
cumplimiento de las sentencias de la Corte IDH para lo cual dispone de un presupuesto exclusivo 
para ello y la facultad de exigir acciones específicas de otras entidades públicas (Miranda, 2014). 
 
A fin de revisar las causas del incumplimiento por parte del Estado Colombiano a las 
medidas u obligaciones impuestas por la Corte IDH, se hace necesaria la exploración de la 
literatura disponible. Una primera causa puede ser la que anota Corasaniti (2009) en torno a la 
Ley 288 de 1996 (Congreso de la República, 1996, 5 de julio) a través de la cual “se establecen 
instrumentos para la indemnización de perjuicio a las víctimas de violaciones de derechos 
humanos en virtud de lo dispuesto por determinados órganos internacionales de Derechos 
Humanos”. En la interpretación del autor, la Ley se limitó a dar eficacia a las resoluciones de dos 
organismos en particular: el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas y la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos de la OEA, y en consecuencia, las sentencias de la Corte 
IDH no se encuentran incluidas dentro del mecanismo que crea la Ley 288: “por razones no 
entendibles, no se incluyeron dentro de esa ley las sentencias de la Corte Interamericana […] ni 
las decisiones de otros órganos de protección […], que Colombia se ha comprometido a cumplir 
mediante la ratificación” (p. 22). 
 
Otras de las causas pueden ubicarse en la incapacidad para llegar a consensos entre el Estado 
y las víctimas, pues las resoluciones sobre el cumplimiento muestran que en determinadas 
medidas las partes no han logrado un acuerdo en cuanto al modo de satisfacción, por ejemplo, en 
el caso de monumentos o la conservación de la memoria histórica, o los servicios de atención en 
salud física y psíquica. Las partes pueden demorarse varios años hasta que se logre un acuerdo y 
una satisfacción plena en este tipo de medidas (Vivas y Toro, 2016; Vargas, 2014).  
 
Algunos factores que contribuyen en la demora del cumplimiento total de este tipo de 
medidas pueden ser: 1. El actuar de la Corte IDH cuyas órdenes pueden ser interpretadas de 
diferente manera por cada una de las partes, 2. El concepto de gratuidad pues las víctimas esperan 
que los servicios y medicamentos se entreguen sin pagar, y para el Estado se debe cotizar al 
Sistema Integral en Salud; 3. El tiempo dispuesto pues las sentencias sólo señalan que los 
servicios en salud deben brindarse durante el tiempo que se requiera, sin que se identifiquen 
límites temporales, y 4. La desconfianza entre las partes que impide que se lleguen a acuerdos 
(Vargas, 2014). 
 
En algunos casos como en el de la masacre de Mapiripán, las demoras también se deben al 
descubrimiento de que determinadas víctimas que fueron indemnizadas no tenían tal calidad pues 
los familiares desaparecidos se encontraban aún con vida y los accionantes habían presentado 
falso testimonio. Esto ha obligado a que se revise la sentencia a fin de esclarecer la verdad frente 
a las víctimas reales del caso de Mapiripán (Vivas y Toro, 2016).  
 
Otro tipo de causas es la dificultad que tienen las entidades e instituciones del Estado para 
recuperar los restos mortales de las víctimas, por ejemplo, en casos de masacres donde 
desaparecieron los cuerpos de las personas torturadas y asesinadas. En algunos casos, los cuerpos 
fueron lanzados a ríos, y ello hace que la ubicación e identificación de los mismos resulte una 





El Estado Colombiano junto con el Estado Peruano muestran el mayor número de condenas 
por violaciones a los Derechos Humanos consignados en la Convención Americana. Esto lo ha 
llevado a que disponga de herramientas y mecanismos internos para atender las medidas 
adoptadas por la Corte IDH, por ejemplo, la Comisión Intersectorial Permanente para los 
Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario que opera desde el año 2000. La 
realidad del país muestra que se debe hacer grandes esfuerzos por la protección de los Derechos 
Humanos desde un escenario de la prevención. 
 
En general, el Estado Colombiano muestra voluntad para el cumplimiento de las medidas 
ordenadas por la Corte IDH a través de sus sentencias. Las obligaciones de mayor cumplimiento 
son aquellas que requieren de una acción unilateral por parte del Estado, por ejemplo, el pago de 
las indemnizaciones, la presentación de informes y la publicidad de las sentencias. Sin embargo, 
hay determinadas medidas en las que el Estado muestra limitaciones y que se manifiesta en el 
incumplimiento o el cumplimiento parcial de las mismas. Estas dificultades tienen sus causas en 
muy diversos factores, por ejemplo, la interpretación que brindan las partes sobre las medidas 
descritas en las sentencias, la incapacidad para llegar a acuerdos, la falta de recursos técnicos y 
científicos, la situación de conflicto armado que aún permea la realidad social del país y la 
compleja tarea de recuperar restos mortales.  
 
En resumen, se puede considerar la siguiente tipología de dificultades conforme a las 
identificadas con la investigación: jurídico-interpretativas (relacionadas con interpretaciones 
variadas de las órdenes y los conceptos), técnico-científicas (conexas a la disponibilidad de 
medios para identificación y rastreo de cuerpos y familiares), administrativas (vinculadas a la 
institucionalidad del Estado) y sociales (concernientes a la incapacidad de hacer consensos con 
las víctimas o la influencia del conflicto armado interno). 
 
La Corte IDH dentro de sus sentencias debe ajustar la forma en que adopta las medidas a fin 
de que las mismas sean claras y precisas, previniendo que surjan diversas formas de 
interpretación. Esto es un asunto clave pues muchas de las medidas no han sido cumplidas por la 
forma en que las partes interpretan las mismas. Frente a ello parece oportuno la creación de una 
Comisión específica que realice el seguimiento de las sentencias y con facultades para superar los 
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